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Magistrada Ponente Dra. JULIA EMMA GARZÓN DE GÓMEZ

Radicación No. 470011102000200900576 01 (3254-10)
Aprobado según Acta de Sala No. 82
VISTOS

Procede la Sala a resolver el recurso de apelación interpuesto contra la sentencia del 28 de marzo de 2011, proferida por la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura del Magdalena, con ponencia de la Magistrada IRMA ALEXANDRA CÁRDENAS CASTAÑEDA
, mediante la cual se sancionó con CINCO AÑOS DE SUSPENSIÓN EN EL EJERCICIO DE LA PROFESIÓN al abogado PEDRO QUINTERO CERVANTES,  tras hallarlo responsable del concurso homogéneo y sucesivo de la falta descrita en el numeral 2 del artículo 52 del Decreto 196 de 1971, hoy numeral 9 del artículo 33 de la Ley 1123 de 2007, en concurso con esta última.

HECHOS Y ACTUACIÓN PROCESAL

1.- La propia Sala de instancia, mediante auto del 17 de diciembre de 2007 dispuso la expedición de copias del proceso disciplinario en el cual se investigaba al Dr. ANTONIO VIVES CERVANTES, Juez Segundo Civil Municipal de Ciénaga – Magdalena, con ocasión del adelantamiento de diversos procesos ejecutivos con los cuales se estaría produciendo un desfalco a las arcas del ISS, dentro de los que se hallaban los radicados 27-2007, 463-2007, 142-2007, 163-2007, 227-2007, 169-2007, 200-2007, 403-2007 y 022-2007, donde se evidenciaba la presunta responsabilidad disciplinaria del togado PEDRO QUINTERO CERVANTES, como apoderado de la parte demandante.

2.- Dado que en las copias constaba la calidad de abogado del disciplinable, mediante auto del 14 de diciembre de 2009, el Seccional de instancia, de conformidad con el artículo 104 de la Ley 1123 de 2007, avocó conocimiento de las presentes diligencias disciplinarias y fijó fecha para audiencia de pruebas y calificación.
3.- Importa desde ya señalar que los cuadernos anexos contienen copia de los siguientes procesos ejecutivos  con un somero relato de lo allí actuado:

3.1.- Radicado 022-2007:

Se trata del proceso ejecutivo de NOVA MÉDICA LTDA contra el Seguro Social con base en dos espurias facturas de venta de fechas 4 y 17 de julio de 2003, donde intervino el Dr. QUINTERO CERVANTES por sustitución del poder que le hiciera el togado EDUARDO RAMOS CARRILLO. (C. anexo No. 1, fs. 6 y 7)

3.2.- Radicado 2007-0227

Ejecutivo de HUMBERTO PATIÑO PARRA o DROGAS PESCADITO contra el ISS con fundamento en tres facturas:

· por 22.5 millones de pesos datada 05-04-03,

· por 27.4 millones de pesos, datada 05-13-03, y

· por 31.5 millones de pesos, datada 05-20-03, registrándose la siguiente actuación:

10 de abril de 2007 fue presentada la demanda

10 de abril de 2007 se libró mandamiento de pago

11 de julio de 2007 el apoderado de la demandada se allanó

12 de julio de 2007 se ordenó seguir adelante la ejecución

12 de julio de 2007 fue presentada liquidación del crédito por $98.616.000

16 de julio de 2007 se ordenó el traslado de la liquidación

17 de julio de 2007 el Dr. PEDRO QUINTERO CERVANTES renunció a términos

17 de julio de 2007 el apoderado de la demandada renunció a términos

19 de julio de 2007 fue aprobada la liquidación por el juzgado

24 de julio de 2007 se libraron órdenes de pago (C anexo No. 2.1.)

3.3.- Radicado 2007-0463

Ejecutivo de MARYLIN contra el ISS con fundamento en tres facturas:

· por 31.5 millones de pesos datada 24 de abril de 2003,

· por 22 millones de pesos, datada 6 de abril de 2003, y

· por 31 millones de pesos, datada 16 de abril de 2003, registrándose la siguiente actuación:

22 de agosto de 2007 fue presentada la demanda

22 de agosto de 2007 se libró mandamiento de pago

22 de agosto de 2007 se notificó apoderado actor, renunció a términos

22 de agosto de 2007 el apoderado de la demandada se allanó

12 de septiembre de 2007 se ordenó seguir adelante la ejecución

17 de septiembre de 2007 el apoderado demandado renunció a términos

17 de septiembre de 2007 el apoderado actor renunció a término

17 de septiembre de 2007 fue presentada liquidación del crédito

18 de septiembre de 2007 ordenó traslados

18 de septiembre de 2007 el apoderado de la demandada renunció a términos

19 de septiembre de 2007 el Dr. PEDRO QUINTERO CERVANTES renunció a términos

24 de septiembre de 2007 fue aprobada la liquidación por el juzgado

24 de septiembre de 2007 se libraron órdenes de pago (C anexo No. 3.1.)

3.4.- Radicado 2007-0142

Ejecutivo de ESCOMÉDICOS O GUILLERMO E. JIMÉNEZ ACOSTA contra el ISS con fundamento en dos facturas:

· por 31.2 millones de pesos datada 17 de septiembre de 2003, y

· por 31.5 millones de pesos, datada 29 de septiembre de 2003, registrándose la siguiente actuación:

22 de febrero de 2007 fue presentada la demanda

7 de marzo de 2007 se libró mandamiento de pago 

13 de marzo de 2007 los apoderados de las partes “transaron” el crédito

15 de marzo de 2007 el juzgado aprobó la “transacción”

15 de marzo de 2007 fueron decretadas medidas cautelares

26 de abril de 2007 fueron decretadas nuevas medidas cautelares (ascendieron a $210.000.000

28 de marzo y 10 de mayo de 2007 se libraron órdenes de pago (C anexo No. 4.1.)

3.5.- Radicado 2007-0163

Ejecutivo de DROGAS ROJANO contra el ISS con fundamento en cuatro  facturas:

· Por 21.5 millones de pesos datada 03-09-03,

· por 20.55 millones de pesos datada 04-09-03,

· por 21.6 millones de pesos, datada 05-09-03, y

· por 17 millones de pesos, datada 08-09-03, registrándose la siguiente actuación:

8 de marzo de 2007 fue presentada la demanda

20 de marzo de 2007 se libró mandamiento de pago

20 de marzo de 2007 el apoderado de la demandada se allanó

21 de marzo el apoderado actor renuncia a términos

30 de marzo de 2007 se ordenó seguir adelante la ejecución

30 de marzo de 2007 el apoderado actor renuncia términos

30 de marzo de 2007 renuncia a términos apoderado de la demandada

9 de abril de 2007 presentada la liquidación

9 de abril de 2007 se ordena traslado de la liquidación

11 de abril de 2007 apoderado demandado renuncia a términos.

11 de abril de 2007 renuncia a términos apoderado actor

13 de abril de 2007 fue aprobada la liquidación por el juzgado

23 de abril de 2007 solicitud de medidas cautelares

24 de abril de 2007 decretadas medidas cautelares 

19 de abril y 29 de mayo de 2007 se libraron órdenes de pago (C anexo No. 5.1. A)

3.6.- Radicado 2007-0403

Ejecutivo de DROGUERÌA SOCIAL contra el ISS con fundamento en tres facturas:

· por 22.55 millones de pesos datada 07 de julio de 2003

· por 31.8 millones de pesos, datada 18 de julio de 2003, y

· por 20 millones de pesos, datada 27 de julio de 2003, registrándose la siguiente actuación:

19 de julio de 2007 fue presentada la demanda

27 de julio de 2007 se libró mandamiento de pago

30 de julio de 2007 apoderado actor renunció a términos (C. anexo No. 5.1. B y 7.1) 

3.7.- Radicado 2007-0169

Ejecutivo de ABELARDO MANUEL OROZCO SÁNCHEZ O DROGUERÍA NACIONAL contra el ISS con fundamento en cuatro facturas:

· por 20.6 millones de pesos,

· por 20.8 millones de pesos,

· por 19.1 millones de pesos, y

· por 18.9millones de pesos, registrándose la siguiente actuación:

8 de marzo de 2007 fue presentada la demanda

21 de marzo de 2007 se libró mandamiento de pago

9 de abril de 2007 se ordenó seguir adelante la ejecución

10 de abril de 2007 fue presentada por la actora liquidación del crédito por $219.099.900, incluyendo un 15% que no contiene tiene ninguna explicación

8 de abril de 2007 fue aprobada la liquidación por el juzgado (C. anexo No. 6)

3.8.- Radicado 2007-0200

Ejecutivo de DENTAL CARIBE O SDHIRLEY LEONOR CONTRERAS NANTILLA contra el ISS con fundamento en tres facturas:

· por 22.85 millones de pesos, datada 26-09-03,

· por 33.5 millones de pesos, datada 11-09-03, y

· por 19.4 millones de pesos, datada 09-09-03, registrándose la siguiente actuación:

9 de marzo de 2007 fue presentada la demanda

12 de abril de 2007 se libró mandamiento de pago

31 de julio de 2007 se ordenó seguir adelante la ejecución

2 de agosto de 2007 apoderado demandado renunció

En fecha ilegible se libraron órdenes de pago (C anexo No. 8.1.)

 4.- Luego de diversos aplazamientos, finalmente se dio inicio a la audiencia de pruebas y calificación provisional el día 18 de junio de 2010, con la participación del aquejado, quien fue enterado de las razones de la compulsa de copias –mediante la lectura el auto respectivo-, amén de lectura de las piezas iniciales de cada uno de los cuadernos anexos, contentivos de resumen de las quejas formuladas en su contra, referidas a la ausencia de requisitos legales de los títulos valores –facturas- base de las distintas ejecuciones, de cómo fueron admitidas las demandas a pesar de no cumplir con todos los requisitos del artículo 75 del C.P.C., dispuestas las medidas cautelares y emitidas las órdenes de pago, toda la actuación célere y sin la participación del secretario del Juzgado.

5. Rindió allí mismo versión libre el encartado, quien dijo que desde el año 2005 había vuelto de Arauca, donde se desempeñaba como asesor jurídico; a su regreso, su hermano HUGO QUINTERO CERVANTES le comentó que andaba en vueltas con gente del ISS, para sanear sus deudas, debiendo cobrarlas por vía judicial pues se había descartado el pago directo; fue su hermano quien le “facilitó” esos procesos, el imputado residía en Valledupar pero presentaba los procesos en los juzgados de Ciénaga; en cuanto a la falsedad de las facturas nunca tuvo conocimiento hasta cuando “se manifestaron todas estas situaciones”, pues hasta entonces consideraba que era todo legal, y la entrega se la hacía a su hermano el gerente del ISS del Magdalena, siendo su ganancia lo normal de honorarios y el resto para el cliente.

Dijo no haber tenido nunca trato con el gerente del ISS, ni con el juez, sólo presentaba sus demandas al reparto normal, e iniciaba el procedimiento, en cuanto a los allanamientos de las demandadas entiende que el Gerente señalaba a los abogados que las deudas existían y por ello se allanaban, eso ocurrió con todos los procesos de los que se dio lectura.

Sus actuaciones fueron desde la presentación de la demanda, notificaciones hasta el pago, el curso normal de los procesos, jamás conoció a sus poderdantes pues los negocios se los daba su hermano listos para demandar, a él le correspondía el 10% del negocio, tanto del capital como de los intereses y lo demás lo manejaba con el Gerente, no elaboraba demandas, en su momento, a su juicio, las facturas reunían los requisitos de ley.

Afirmó que visitaba asiduamente el juzgado porque los abogados del Seguro se allanaban, tiene entendido, que por orden del gerente de la época, por eso anduvieron muy rápido, en cuanto a la competencia para conocer de los asuntos, manifestó que puede ser controversial pues no la determina el abogado sino el juez natural del caso, eso es del resorte del Juzgado, en su concepto no vio inconveniente por tratarse de una entidad del orden nacional, que pueden demandar en cualquier lugar del país, como ocurre en todos los juzgados civiles y administrativos de Santa Marta, por ello no hay un criterio uniforme. (fl. 41 y CD)

6.- Luego de emplazarse al disciplinable por su incomparecencia a la continuación de la audiencia en cita, con defensora oficiosa prosiguió la misma el día 7 de septiembre de 2010, donde se corrigió lo dispuesto en la sesión anterior en lo referido a descartar uno de los 8 procesos donde actuó el Dr. QUINTERO CERVANTES, quien efectivamente actuó así fuere al final del mismo, por lo que en síntesis las conductas investigadas ocurrieron en 8 procesos ejecutivos. A petición de la defensora oficiosa y para un adecuado ejercicio de su función la audiencia se suspendió. (f. 54 y CD.)

7.-  Prosiguió la audiencia de pruebas y calificación el día 24 de septiembre de 2010, con la presencia del encartado, la defensora oficiosa y el Ministerio Público, donde el abogado quiso que se relevara de su cargo a su defensora de oficio, para designar posteriormente un abogado, la Magistrada de instancia
 consideró que sólo la relevaría cuando efectivamente designara un defensor de confianza, dejando constancia el disciplinable que sentía vulnerado su derecho a la defensa; la postura del despacho fue coadyuvada por el Agente del Ministerio Público.

8.- El togado presentó su versión libre, en la cual afirmó que en realidad no fueron 8 los procesos entregados por su hermano HUGO, sino 7 sólo que al final de otro el abogado LUIS EDUARDO RAMOS CARRILLO le sustituyó; reiteró que en los 7 restantes para finales del año 2006, comienzos del 2007, su labor inició con la presentación de las demandas ejecutivas, dadas las acreencias que dicha entidad iba a cubrir en un proceso de saneamiento contable; se me informó la no realización de conciliaciones sino a evacuarse los procesos de manera rápida, se atiene a las copias de los expedientes en cuanto a las actuaciones puntuales.

Aseveró que recibió de su hermano o su compañero de oficina el Dr. GUILLERMO VILLA –quien había sido abogado externo del ISS-, listos los expedientes para presentarlos en la oficina judicial, se le indicó que debía hacerlo ante el Juzgado de Ciénaga, firmaba la demanda y acataba lo dispuesto por la oficina de los aludidos abogados, posteriormente se enteró de tratarse de una situación irregular a nivel departamental y nacional, incluso, sin que tuviera conocimiento de ellos porque simplemente confiaba con su hermano, los títulos valores reunían los requisitos legales, y no advirtió nada de irregular, por ende cumplió cabalmente con su labor.

Sin embargo reconoció que los negocios provenían del mismo Seguro Social, donde tenían toda la base de datos que permitió adelantar los cobros jurídicos de las acreencias tan efectivas que en todas ellas existieron allanamientos a las demandas: fue de la oficina compartida de su hermano y GUILLERMO VILLA ROBLES que obtuvo la información del origen de los mismos.

Insistió en que todos los asuntos le eran entregados sólo para firmar la demanda y presentarla ante los Juzgados Civiles Municipales de Ciénaga, no elaboró ninguna de ellas, estando atento a su desarrollo; titubeó cuando se le preguntó si las demandas reunían los requisitos de ley pero luego culminó afirmando que sí, que reunían las formalidades legales, igual los títulos ejecutivos, de otra manera hubieren sido inadmitidas.

Sostuvo que las empresas demandantes tenían su sede principal en otras ciudades, pero ello no comportaba que no pudiera contratar en otro territorio, las facturas estaban aceptadas por el deudor, todos con la misma firma, y pregonó que debían existir en los procesos otros anexos dando cuenta de la aceptación por parte del ISS –procuró ubicar algunos de los cuadernos anexos, pero no encontró ninguno-, además, todas estaban suscritas por el proveedor.

Prosiguió señalando que sus honorarios fueron del 10%, el recibía el dinero y devolvía lo demás, le informaban los abogados ya mencionados que parte era para el cliente y parte para el Seguro Social, como éste tenía la información, “… ellos cobraban el tiro de esquina y también lo cabeceaban” (record. 1.10), a instancia del Ministerio Público aclaró que GUILLERMO VILLA había sido empleado del ISS, los datos eran suministrados por dicho ente, y finalmente les entregaban las facturas para su cobro, que ellos mismos reconocían los créditos como ciertos.

Dijo que en su momento no tuvo noticia que la documentación tuviera alguna irregularidad, a él le entregaban todo hecho, las demandas se presentaron en Ciénaga por agilidad pues en Santa Marta era muy demorado, y si la demandada se allanaba era fácil suponer que las deudas existían, como así se manifestaba en las respuestas de las demandas, por ello se emitían los fallos de seguir adelante con la ejecución y el apoderado demandado renunciaba a términos.

Parte de lo obtenido, afirmó, era para el seguro, directamente para el Gerente del Seguro VIVES LACOUTURE, nunca estuvo presente en tales entregas, pero siempre se le dijo que desde allí se manejaba la información; dijo no conocer personalmente a ninguno de los representantes del Seguro, sólo de autos.
Finalmente reconoció la autoría de todos los asuntos porque se le cuestiona, actuaciones todas ellas adelantados con la plena convicción de no existir ninguna irregularidad, se sintió asaltado en su buena fe y en su confianza, incluso estima que su propio hermano pudo haber sido asaltado en su buena fe.
9.- Solicitó escuchar en declaración a su hermano HUGO QUINTERO, GUSTAVO TOBÍAS, dependiente del Dr. GUILLERMO VILLA, para que corroborara su dicho; pidió trasladar las declaraciones de su hermano ante la Fiscalía 53 de DD.HH. de Bogotá, por estimarla de vital importancia para su defensa. El despacho las ordenó, el encartado se comprometió a aportar las direcciones de los testigos. De oficio igualmente decretó la práctica de pruebas tales como allegar copias de la sentencia proferida por el Tribunal Superior de Santa Marta contra el Dr. ANTONIO VIVES CERVANTES; sentencias disciplinarias contra MAGALY SUÁREZ Y ANTONIO RAFAEL VIVES CERVANTES de esa misma Corporación, copia de la versión rendida por el Dr. ANTONIO RAFAEL VIVES CERVANTES dentro del trámite de beneficio por colaboración, remitida por la Fiscalía General de la Nación, a otro proceso disciplinario para ser incorporada a éste. Oficiar a la gerencia del ISS para certificar si los cobros ejecutivos adelantados por el aquí implicado 002-2007, 0022-2007 eran obligaciones existentes, legítimas, si los documentos base el recaudo fueron aceptados por esa entidad, si las obligaciones en realidad existieron. Se suspendió la audiencia. (fls. 59, 60 y CD.)

10.-  Se allegó copia de la sentencia emitida por la Sala Penal del Tribunal Superior de Santa Marta, donde fue condenado el Dr. ANTONO RAFAEL VIVES CERVANTES a la pena principal de 138.67 meses de prisión  y $8.500.000.000,oo de multa como autor responsable de los delitos de peculado por apropiación en la modalidad de continuado en concurso con cohecho y prevaricato por acción, justamente por el trámite irregular de procesos ejecutivos en contra del ISS, con toda suerte de irregularidades, por los cuales obtuvo una participación económica. (fls. 61 a 76)
11.- Igualmente copias de dos declaraciones rendidas ante la Unidad Nacional de DD.HH. y DIH. El 15 de julio y el 17 de septiembre de 2009 con fines de sentencia anticipada del mismo funcionario, quien escribió cómo el gran desfalco al ISS fue abanderado por MIGUEL PINEDO y NELSON VIVES LACOUTURE, quienes con, entre otros abogados, HUGO QUINTERO y GUILLERMO VILLA, adelantaron los fraudulentos y rápidos ejecutivos dando participación económica a servidores de la Rama Judicial, abogados del ISS y Bancos, todo con el ánimo de enriquecerse a costa del erario de la entidad en cita. (fls. 82 a 88)

13.- El 29 de julio de 2010 se allegó certificación suscrita por el Director Seccional del ISS Magdalena, dando cuenta que no existe soporte contractual alguno que ameritara la existencia de las facturas de venta de autos. (fs. 92 y 93)
14. En la sesión de audiencia de prueba y calificación datada a 19 de octubre de 2010, el disciplinable compareció con apoderado de confianza, por lo cual fue relevado de su cargo el defensor oficioso.

14.1. Se escuchó en declaración al señor GUSTAVO JOSÉ TOBÍAS MORENO, quien manifestó que en los años 2005 a 2007 era dependiente del abogado GUILLERMO VILLA, quien llevó varios procesos contra el seguro Social,  vigilaba los procesos y se los daba a los abogados asignados, ahí conoció al Dr. PEDRO QUINTERO, le entregaba los procesos armados, el Dr. VILLA realizaba las demandas y se le entregaban al Dr. QUINTERO ya dirigidas a juzgados de Santa Marta o de Ciénaga, ahí estuvo también HUGO QUINTERO, hermano de PEDRO, quien fue socio de GUILLERMO, en esa oficina al comienzo, después se trasladó. 

Agregó que a la oficina entraba mucha gente y se reunía en privado con el Dr. VILLA, quien cerraba los tratos y hacía las demandas, él entregaba las copias para darles a los abogados, así como la demanda con sus anexos y copias, sólo tenían que presentarlas, a PEDRO se le entregaron como 5 o 6 demandas, personalmente sólo una, no sabe las demás quién se las entregó, trabajó hasta el 2007, cuando se presentaron los problemas con las demandas del seguro social, que eran demandas “chimbas”, los procesos los conseguía un señor de Barranquilla de nombre ROBERT ROBLES, no las llevó GUILLERMO porque había sido servidor del Seguro Social.

El Dr. HUGO tenía conocimiento de las demandas asignadas a su hermano PEDRO, supone que como una forma de colaborarle a éste, dijo el testigo que dos años atrás no volvió a saber del Dr. VILLA, con quien se acabó la amistad a raíz de estos problemas; a instancia del defensor del disciplinable, afirmó no constarle de componendas o reuniones donde participara el Dr. PEDRO QUINTERO tendientes a desfalcar al ISS, o que el mismo tuviera algún conocimiento, se limitaba a presentar las demandas, sólo después se supo que las demandas eran “chimbas”.

14.2. Rindió testimonio el Dr. HUGO QUINTERO CERVANTES, quien señaló que en los años 2006 y 2007, su compañero de oficina GUILLERMO VILLA, por entonces apoderado del ISS, le comentó y propuso ejecutar una serie de cuentas de acreedores del ISS, que no podía él atender personalmente por laborar para dicha entidad, debiendo hacerlo a través de amigos de confianza; él propuso el nombre de su hermano a quien le entregaban todo armado, bajo la dirección de VILLA y del testigo quien jamás conoció los clientes; a finales de 2007 se presentó denuncia penal a raíz de todos esos procesos, a él se lo vinculó formalmente, estuvo privado de libertad, se acogió a sentencia anticipada y por ahí solucionó el impase, siempre sostuvo que su hermano jamás tuvo conciencia del hecho delictivo, al punto que penalmente no le han podido probar nada porque no participó en los hechos.

El Dr. VILLA salió del ISS con una base de datos de los proveedores y dijo que podía obtener los poderes de éstos, el propio testigo llevó algunos procesos, pero todo lo manejaba el Dr. VILLA, quien incluso recibía el dinero, su hermano fue inocente de esa situación; en un principio él mismo asumió que los procesos eran legales pero ya después no, al punto que penalmente aceptó su responsabilidad, su hermano siempre estuvo al margen; no dimensionó las consecuencias de eso, ya cuando se puso la denuncia advirtió a su hermano que no fue el único afectado pues otros abogados llevaban igualmente de esos asuntos.

Fue insistente en el desconocimiento de su hermano del fraude que se estaba fraguando, actuaron convencidos  de estar adelantando negocios lícitos, el Dr. GUILLERMO entregaba las demandas armadas, su hermano firmaba las demandas y las llevaba a los juzgados, VILLA era conocido con los jueces y los abogados del ISS y a él se le entregaban los dineros de los cuales hacía entrega del 10% porque decía que debía darle participación a los abogados del ISS, al cliente y al juez, de hecho jamás mencionó en sus declaraciones a su hermano sino al testigo, su hermano se limitaba a firmar la demanda, presentar la liquidación del crédito y recibir los pagos, era el propio VILLA quien vigilaba los procesos, su hermano nunca se relacionó con los clientes, abogados, jueces, y ni siquiera la Fiscalía pudo enrostrarle nada.

Su hermano sí le preguntó por la rapidez de los procesos y se le explicaba que el ISS reconocía esas deudas y no quería que los créditos siguieran creciendo, el declarante señaló haber sido condenado en primera instancia a 36 meses de prisión, determinación que se hallaba apelada ante el Tribunal, dijo desconocer el paradero de GUILLERMO VILLA, quien inicialmente dijo que él solucionaba todo, hasta cuando se perdió; también le entregó procesos a otros abogados, entre los que se cuenta LUIS EDUARDO RAMOS CARRILLO.
Insistió finalmente en que su hermano fue asaltado en su buena fe por parte de
él mismo y de su amigo GUILLERMO, a quienes conocía y en quienes creía.
14.3. Acto seguido fueron incorporadas las pruebas documentales allegadas hasta ese momento procesal y se ordenó insistir en otras que aún no se habían aducido, fijándose nueva fecha para proseguir. (CD)
15. En nueva sesión de audiencia de pruebas y calificación el 17 de noviembre de 2010 –aunque fue rotulada como 17 de septiembre-, se incorporaron nuevas documentales y se insistió en la práctica de otras pruebas documentales. (f. 110 y CD)

16. El 14 de diciembre de 2010 en otra sesión de audiencia fue aceptada la renuncia del defensor de confianza, el disciplinable solicitó el uso de la palabra y manifestó que de forma libre y voluntaria aceptaba su responsabilidad en el concurso homogéneo y sucesivo de faltas investigadas; de conformidad con el artículo 45 numeral 1º literal b), solicitó tener en cuenta los testimonios recaudados y su condición de padre cabeza de familia de una menor de edad, siendo su trabajo la única forma de ingresos familiares; pidió tener en cuenta el decreto “1196” de 1971 y la Ley 1123 de 2007,  en todos los 6 u 8 procesos que aquí se investigan.

Entonces el despacho, atendiendo a la confesión realizada por el encartado procedió a realizar la formulación de cargos en relación con todos y cada uno de los fraudulentos procesos ejecutivos ya relacionados en esta providencia, donde el disciplinable habría incurrido en la presentación de unas demandas ante juzgados que carecían de competencia, presentando para su cobro facturas que no provenían del deudor, con obligaciones inexistentes, sin reunir los requisitos del artículo 488 del C.P.C., con poderes falsos, fueron fijados por el juzgado altas agencias en derecho injustificados, los procesos se adelantaron con una inusitada rapidez, y finalmente cobró $1.362.040.657, excepto en dos  procesos ejecutivos el 043-2007 y 022-2007, que iniciaron en vigencia de la Ley 1123 de 2007, todas las demás actuaciones ocurrieron antes de su vigencia. 
Por estos hechos incurrió reiterativamente en la falta contenida en el artículo 52-2 del Decreto. 196 de 1971, reproducida en el artículo 33 numeral 9 de la ley 1123 de 2007 en la modalidad dolosa, desfalcando el patrimonio del ISS mediante los fraudulentos cobros ejecutivos, y en otros casos –se particularizaron- exclusivamente el artículo 33-9 de esta misma normatividad, por haber sido adelantados integralmente bajo su vigencia.

Allí mismo se ordenó compulsar copias de lo aquí actuado para incorporarlas a las investigaciones del señor HUGO QUINTERO y GUILLERMO VILLA, allegar nuevas constancias de antecedentes disciplinarios y pasar luego el proceso al despacho para emitir el fallo de rigor; el investigado pidió aplicar el principio de favorabilidad.

17. Al folio 119 de la actuación aparece certificado 19067 de la Secretaría Judicial de esta Corporación, de fecha 24 de enero de 2011, dando cuenta de la ausencia de antecedentes del disciplinable.

LA SENTENCIA APELADA
La Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Seccional del Judicatura del Magdalena, en sentencia del 28 de marzo de 2011, impuso sanción de suspensión de 5 años en el ejercicio de la profesión al Dr. PEDRO QUINTERO CERVANTES,  declarándolo autor responsable de la falta descrita en el artículo 52-2 del Decreto 196 de 1971 reproducida en el numeral 9 del artículo 33 de la Ley 1123 de 2007, al interior de los procesos ejecutivos radicados bajo los Nos. 277, 463. 142, 163, 227, 169 y 200 de 2007, así mismo incursión exclusivamente en la falta contenida en el artículo 33-9 de la Ley 1123 dentro de los ejecutivos radicados bajo los Nos. 022 y  0403 de 2007, imputadas a título de dolo, en concurso homogéneo y sucesivo.

Al efecto reiteró lo que fue la imputación fáctica y jurídica realizada en la última sesión de audiencia de pruebas y calificación el 14 de diciembre de 2010, a los cuales se allanó, y por haberse hecho a un lucro indebido y exorbitante en connivencia con jueces y abogados de la contraparte que no hicieron oposición, con el propósito definido de realizar una cuantiosa defraudación patrimonial al Instituto de los Seguros Sociales, contándose en autos con copias de la confesión por parte del juez correspondiente en sede penal quien pormenorizadamente dio cuenta del modus operandi del cual se valieron, así como las certificaciones de la entidad asaltada sobre la inexistencia de los créditos reclamados, desposeyéndola de $1.362.040.657,oo 

A la hora de graduar la sanción, fueron atendidas tanto las circunstancias del artículo 61 del Decreto 196 de 1971, como los criterios del artículo 45 del CDA, atendiéndose a la confesión antes de formulación de cargos, la ausencia de antecedentes disciplinarios, la afectación a derechos humanos y derechos fundamentales, la intervención plural de personas, y la cuantía de la defraudación 

LA APELACIÓN
Inconforme con la decisión adoptada, el inculpado interpuso recurso de apelación dentro del término de ley, en el cual manifestó que la Sala a quo valoró exclusivamente las pruebas de cargos, incumpliendo el mandato del artículo 106-3 del CDA, de valorar integralmente la prueba, habiéndose mencionado exclusivamente el contenido de los cuadernos anexos y desconociendo que en las copias de las actuaciones penales obrantes en autos particularmente las declaraciones del doctor ANTONIO VIVES CERVANTES, quien no realizó en su contra ningún señalamiento.

Por el contrario, aseveró, se desconoció olímpicamente su dicho y el de los testigos HUGO QUINTERO y GUSTAVO TOBÍAS, quienes refirieron el haber sido engañado por su propio hermano y desconocer la naturaleza fraudulenta de los ejecutivos que se le encomendaran, así como su deber de adelantar una investigación integral y no solamente aquella tendiente a probar la responsabilidad del encartado.

Aseveró el apelante no ser cierto que confesó los cargos, y dijo que con posterioridad a la formulación de cargos no tuvo oportunidad para refutarlos, pero en todo caso ninguna prueba desvirtúa su versión de los hechos; agregó que jamás reconoció como suyas las irregularidades en los procesos, menos el haber actuado en forma dolosa, o concertada para defraudar a la entidad demandada, de donde a lo sumo podría hablarse de una actitud culposa 

Reprochó igualmente el quantum de la sanción la que consideró “fuera de contexto” y sin coherencia con las establecidas en otros de los procesos por desfalcos al ISS, como en el caso del abogado WLSON AVILA, quien también confesó, y le fue impuesta sanción de dos años de suspensión, como ocurrió también en el caso de ADOLFO JIMÉNEZ CORPAS, a quien sólo se le sancionó con fundamento en su confesión; en su caso, a su juicio, se encuentra probado que actuó sin conocimiento de la ilicitud de los ejecutivos, lo cual corroboran algunos testigos.

También desconoció el fallador de instancia su condición de padre cabeza de familia, por lo que se le está afectando su trabajo y el futuro de su familia, incluyendo la educación de su menor hija, y finalmente se emitió el fallo del primer grado sin que se adujeran todas las pruebas ordenadas, lo cual vicia de nulidad la actuación.

Pidió que por esta Colegiatura se evacuaran las pruebas restantes, se valoraran todas las allegadas al proceso, se tengan en cuenta los fallos emitidos en contra de los abogados WILSON AVILA y ADOLFO JIMÉNEZ CORPAS y culminó pidiendo la nulidad de lo actuado, o en su defecto revocar el fallo de instancia o modificarla para reconocer que actuó de manera culposa reduciendo la sanción al mínimo.

ACTUACIÓN DE SEGUNDA INSTANCIA

1. En esta etapa procesal la Magistrada sustanciadora avocó conocimiento mediante auto del 14 de junio de 2011 (fl. 5 c.o.).

2. En fecha 20 de junio de 2011, se notificó a la Representante del Ministerio Público del auto anterior, guardando silencio.  (fl. 6 c.o.).  
3. Los intervinientes en este asunto guardaron silencio durante el traslado. (fs. 9 y 10)
 4. Se allegó certificado del Consejo Superior de la Judicatura donde consta que contra el inculpado no cursan otras investigaciones en esta Superioridad, así como certificado de antecedentes disciplinarios del letrado encartado, expedido por la Secretaría Judicial de esta Corporación de fecha 13 de julio de 2011, donde se da cuenta que no registra antecedente alguno (fls. 11 y 12 c. o.).

CONSIDERACIONES

1.- De la competencia

De conformidad con las atribuciones conferidas por los artículos 256 numeral 3° de la Constitución Política y el artículo 112 numeral 4° de la Ley 270 de 1996, y el artículo 59 del CDA, esta Superioridad es competente para resolver los recursos de apelación contra las sentencias proferidas en primera instancia en contra de los abogados en ejercicio de la profesión.

2.- De la apelación

Procede la Sala a pronunciarse únicamente sobre los motivos de discrepancia planteados en la impugnación y a lo inescindiblemente ligado a ello, en atención a lo dispuesto en parágrafo del artículo 171 del CDU aplicable a los procesos disciplinarios seguidos contra abogados, por remisión expresa del artículo 16 de la Ley 1123 de 2007, en consecuencia el análisis se circunscribirá a lo que es materia del recurso.
3.- Caso concreto. 
En tal orden de ideas la Sala se referirá a: i) si existe nulidad de la actuación y los efectos de la confesión en materia disciplinaria de abogados ii) si se estima que el disciplinable actuó bajo el error invencible sobre la ilicitud de su comportamiento, ii) si actuó de manera culposa y no dolosa, y iv) si hay lugar a una reducción de la sanción.

i) Sobre la nulidad de la actuación.

El primer hecho que debe destacar esta Colegiatura se encuentra referido a la confesión en materia disciplinaria de abogados, a su existencia en el caso presente y sus efectos.

Así, vale recordar la norma pertinente de la Ley 1123 de 2007:

“ARTÍCULO 105. AUDIENCIA DE PRUEBAS Y CALIFICACIÓN PROVISIONAL. En esta audiencia se presentará la queja o informe origen de la actuación; el disciplinable rendirá versión libre si es su deseo respecto de los hechos imputados, o en su caso, el defensor podrá referirse sobre los mismos, pudiendo solicitar o aportar las pruebas que pretendan allegar; en el mismo acto de audiencia se determinará su conducencia y pertinencia y se decretarán las que de oficio se consideren necesarias. El disciplinado o su defensor podrá solicitar la suspensión de la audiencia hasta por cinco días para ejercer su derecho a solicitar y aportar pruebas en caso de que no lo pueda hacer en el momento de conocer la queja o informe.

Si se niega la práctica de alguna de las pruebas solicitadas, dicha determinación se notificará en estrados y contra ella procede el recurso de reposición que debe resolverse en el mismo acto y en subsidio el de apelación.

En caso de que la práctica de la prueba no sea posible de manera inmediata por razón de su naturaleza, porque deba evacuarse o se encuentre en sede distinta, o porque el órgano de prueba deba ser citado, la audiencia se suspenderá con tal fin por un término que no excederá de treinta (30) días.

Evacuadas las pruebas decretadas en la audiencia se procederá a la calificación jurídica de la actuación disponiendo su terminación o la formulación de cargos, según corresponda.

La formulación de cargos deberá contener en forma expresa y motivada la imputación fáctica y jurídica, así como la modalidad de la conducta. Contra esta decisión no procede recurso alguno.

A continuación los intervinientes podrán solicitar la práctica de pruebas a realizarse en la audiencia de juzgamiento, sobre cuyo decreto se decidirá como ya se indicó. Se ordenarán de manera inmediata aquellas que hayan de realizarse fuera de la sede de la Sala y también se pronunciará sobre la legalidad de la actuación.

Al finalizar la diligencia, o evacuadas las pruebas fuera de la sede, el funcionario fijará fecha y hora para la realización de la audiencia pública de juzgamiento que se celebrará dentro de los veinte (20) días siguientes.

Si la calificación fuere mediante decisión de terminación del procedimiento, los intervinientes serán notificados en estrados. Esta determinación es susceptible del recurso de apelación que deberá interponerse y sustentarse en el mismo acto, caso en el cual de inmediato se decidirá sobre su concesión. Si el quejoso no estuvo presente en la audiencia, podrá interponerlo y sustentarlo dentro de los tres (3) días siguientes a la terminación de la audiencia.

PARÁGRAFO. El disciplinante podrá confesar la comisión de la falta caso en el cual se procederá a dictar sentencia. En estos eventos la sanción se determinará de acuerdo a lo establecido en el artículo 45 de este código.”
Ahora bien, la grabación de la audiencia de pruebas y calificación, concretamente la última sesión datada a 14 de diciembre de 2010, muestra que fue el propio disciplinable quien de manera espontánea y desde el mismo inicio de la audiencia manifestó su deseo de confesar y de asumir su responsabilidad, mencionando incluso el artículo 45 numeral 1 del literal b), ante lo cual fue interrogado reiterativamente por la Magistrada ponente, señalándole que efectivamente quería confesar, por ello procedió a la formulación de cargos en los términos que ya fueron consignados, sin reparo alguno de parte del Dr. PEDRO QUINTERO CERVANTES, cuya inconformidad sólo se puso de presente una vez emitida la sentencia sancionatoria.

Ya lo ha dicho la jurisprudencia de la Corte Constitucional que la garantía constitucional a la no autoincriminación no se opone en ningún caso a la confesión como medio de prueba, siempre que ésta sea libre, es decir, sin que de manera alguna exista coacción que afecte la voluntad del confesante.

En tal orden de pensamiento, no se entiende la afirmación del encartado de querer desconocer que efectivamente de manera libre y espontánea se acogió a tal figura, la cual traduce la terminación anticipada del proceso en los términos atrás transcritos, porque no esperaba una dosificación de la sanción como la impuesta, circunstancia que evidentemente mal puede tener efectos de retractación.

Ahora bien, es claro que la figura de la confesión en materia disciplinaria de abogados, como ocurre en otras especies del derecho sancionador, conlleva consecuencias tanto para el Estado como para el autor de la misma, aquél porque puede renunciar a seguir adelante con la investigación procediendo a dictar sentencia y éste porque le devuelven consecuencias favorables como la imposibilidad, para el caso, de ser sancionado con exclusión del ejercicio de la profesión; de cualquier modo, como ocurre en materia penal, la confesión con fines de sentencia anticipada tiene el carácter de simple y cuando se encuentra acompañada de otros medios de prueba incriminatorios, tiene valor de plena prueba:

“El Estado reconoce que los elementos de juicio aportados hasta ese momento son suficientes para respaldar un fallo condenatorio que debe partir de la certeza del hecho punible y de la responsabilidad del sindicado, certeza que se corrobora con la aceptación integral de los hechos por parte del imputado. La aceptación de los hechos obra como confesión simple. La Corte Constitucional ha dicho que además de la aceptación por parte del sindicado de los hechos materia del proceso, éste acepta “la existencia de plena prueba que demuestra su responsabilidad como autor o partícipe del ilícito”.

Obvio es entender que la confesión capaz de conducir a la sentencia anticipada es la simple, esto es, ausente de alegatos tendientes a plantear la existencia de causales de justificación o inculpabilidad o, en materia disciplinaria, de exclusión de responsabilidad, pues una situación semejante ameritaría proseguir la actuación; en el evento de ocupación, para verificar si efectivamente el disciplinable actuó bajo error invencible, pero entratándose de confesión con miras a culminar el proceso, como ya se vio, la misma norma señala que emitida la confesión es lo procedente la emisión de sentencia, que no podrá ser sino sancionatoria, pues de otra manera la Magistratura debería denegarla y proseguir con la actuación.

Mal podría pensar el aquí disciplinable u otro profesional del derecho, que su acogimiento a confesión se traduzca en una absolución o en el reconocimiento de causales de exclusión de responsabilidad, menos en una suerte de negociación a la manera de los preacuerdos del sistema penal acusatorio, pues a diferencia de éste, el régimen disciplinario de abogados no es de naturaleza transaccional, y lo único que puede esperar en su favor son las consecuencias punitivas expresamente previstas en el artículo 45, que serán analizadas más adelante.

Ahora bien, como la norma obliga al juez disciplinario una vez producida la confesión a emitir el fallo, no hay lugar a cuestionar que se haya dejado de evacuar prueba ordenada con anterioridad, menos cuando, como en el caso de autos, la prueba es abundante al señalar las diversas irregularidades cometidas con los procesos ejecutivos de autos donde el actor tuvo un papel protagónico, siendo igualmente claro que no exige el mismo rigor jurídico en la valoración de la prueba, de cara a la existencia de un reconocimiento de responsabilidad, como aquí se dio, que en una sentencia normal donde no hay tal y es de cuenta exclusiva del Estado determinar la certeza de aquella.

En el evento presente, si como ya se dijo, el disciplinable admitió su responsabilidad, no resultaba imperativo valorar los testimonios del hermano del encartado y de su compañero de trabajo, quienes apostaban por el presunto desconocimiento absoluto de la ilicitud de las conductas, más cuando la formulación de cargos que sucedió a la confesión donde se realizaron puntualmente las imputaciones fáctica, jurídica y subjetiva fue proseguida por el silencio absoluto del disciplinable.

En tales condiciones, la solicitud de nulidad será denegada.

ii) Del error invencible.

No obstante lo ya señalado en punto de la confesión de responsabilidad con fines de sentencia anticipada y sus efectos, debe indicar la Sala al togado que no resulta creíble el dicho del disciplinable y los testigos de descargo, HUGO QUINTERO y GUSTAVO TOBÍAS, referido a la absoluta ingenuidad del aquí encartado, quien según su dicho se limitó a firmar las demandas y presentarlas al juzgado así como los distintos memoriales que le eran entregados a medida que la oficina de abogados que lo contrató vigilaba el curso del proceso.

No es posible concebir una forma de litigar que se limite a la firma de los documentos que otros le presenten, menos rodeado de irregularidades tan obvias como tramitar los ejecutivos ante un juez que carecía de competencia por virtud del factor territorial, allanarse de inmediato la parte demandante, y renunciar a términos de ejecutoria de los autos-sentencia que ordenaban seguir adelante la ejecución, trasladaban la liquidación y aprobaban la misma.

El profesional del derecho sabe las obligaciones que se adquieren cuando se firman documentos de representación de derechos ajenos, o cuando se presenta un proceso ante autoridad judicial y lo que comporta cada documento presentado; no es posible evadir la responsabilidad pretendiendo no tener idea de lo que se está realizando, menos en una serie de asuntos de cuantías importantes y de cara a unos procedimientos exprés absolutamente inusuales, donde, por el contrario, se evidencia la connivencia juez y los apoderados, que se pone en evidencia cuando con frecuencia el mismo día de emisión de un auto se producían simultáneas renuncias a términos de ejecutoria, no es posible admitir tal grado de ingenuidad, y por ende el error en el conocimiento, para la Sala es claro que la tozudez de los hechos desvirtúa los vicios en la esfera de cognición del encartado, y por ende tampoco hay lugar a la prosperidad de la causal de justificación invocada.

iii) De la forma de culpabilidad.

Consecuente con los argumentos que se vienen esgrimiendo, es claro para esta Superioridad que no existieron vicios en el conocimiento y menos en los frenos inhibitorios que le impidieran al disciplinable comportarse conforme a los deberes profesionales del abogado, su actuación no fue producto de la simple inobservancia de deberes de cuidado sino producto, cuando menos de un dolo eventual, pues fue complaciente con circunstancias absolutamente extrañas en derredor de un proceso ejecutivo, en reiteradas ocasiones, presentando incluso liquidaciones de crédito con conceptos injustificados, y si no realizó ninguna objeción sabiendo que de por medio se hallaba su prestigio profesional, ello permite inferir su conocimiento del hecho, no de otra manera se explica el haber estado atento al decurso del proceso que en cosa de un mes o un poco más registraban desde la presentación de la demanda hasta las órdenes de pago posteriores a la sentencia.

Concurrieron pues de manera libre sus esferas de conocimiento y voluntad, siéndole exigible una conducta diferente, de lo cual da cuenta el hecho de renunciar a términos de ejecutoria, con frecuencia el mismo día de la emisión de los autos del juzgado, no es posible admitir tanta “coincidencia” o que su actuación fuera producto del azar, se trató de la participación en una empresa criminal, de la cual dio cuenta el juez director del despacho donde fueron adelantados los procesos, según la prueba trasladada del respectivo proceso penal ya sintetizada, no siendo relevante que no mencionara el nombre del Dr. PEDRO QUINTERO, cuando es lo cierto que los asuntos por éste adelantados, cuyas copias obran en autos, se corresponden perfectamente con las figuras empleadas para el desfalco de la entidad pública esquilmada.

De allí que tampoco hay lugar al reconocimiento de una forma de culpabilidad más benigna.

iv) De la reducción de la sanción.

Dos son los argumentos esgrimidos para solicitar la reducción de la sanción: la condición de padre cabeza de familia y la existencia de fallos en asuntos similares con sanción de dos años de suspensión.

Sobre el punto, dígase que la calidad de padre cabeza de familia no ha sido considerada en nuestra legislación como argumento constitutivo de causal de atenuación de la sanción, de hecho, cuando un abogado ostenta tal condición, con mayor razón debe ser ponderado y mesurado en sus actuaciones, pues no es sólo su situación jurídica la que se encuentra en juego cuando se desvía de los cauces propios del ejercicio profesional, sino las circunstancias personales de vida de las personas que de él dependen, de tal modo no constituye esa una circunstancia de atenuación punitiva sino, por el contrario de mayor reproche social.

Y en cuanto a la existencia de sentencias más benignas para casos similares, debe indicarse que cada proceso cuenta con sus particularidades y su propio acervo probatorio; en el caso de autos, con claridad señaló la Magistrada Ponente de instancia desde el momento mismo de formular los cargos, la existencia de un concurso homogéneo y sucesivo de faltas en al menos 8 procesos ejecutivos algunos de los cuales fueron cometidos en vigencia del Decreto 196 de 1971, otros vigentes para el momento del tránsito legislativo y otros sólo en vigencia de la Ley 1123 de 2007, que condujeron a una afectación en el patrimonio de la entidad estatal demandada en cerca de 1.400 millones de pesos.

Importa destacar que si bien la mayoría de las conductas individualmente consideradas por cada proceso ejecutivo, ocurrieron en vigencia del Decreto  196 de 1971, otras en el tránsito legislativo y al menos 2 exclusivamente en vigencia de la Ley 1123 de 2007, es claro que no se trata de un tema de favorabilidad sin dosificación de un concurso de faltas, para cuyo efecto se parte de estas últimas por considerarlas como las de mayor entidad y de más grave sanción,  de modo que, con arreglo a los criterios que se pasan a señalar, la impuesta por la Sala de instancia habrá de mantenerse.

Y es que, concurren una serie de circunstancias que ameritan un drástico tratamiento sancionatorio, porque sin duda en el conglomerado se trató de hechos de enorme relevancia social, eminentemente doloso, que requirió pluralidad de personas y una cuidadosa preparación del hecho, afectó en materia grave las arcas de una entidad destinada a la prestación de un servicio esencial para las personas que se vieron afectadas en sus derechos fundamentales, con un marcado propósito de lucro, con aprovechamiento de los dineros obtenidos ilícitamente, empleando además para el logro de su cometido estrados y procesos judiciales.

La única circunstancia de atenuación que concurre en su favor se encuentra referida a la confesión de la falta antes de la formulación de cargos, única responsable de no haber sido excluido del ejercicio de la profesión sin posibilidades de rehabilitación antes de 10 años, en los términos del inciso segundo del artículo 108 del CDA.

De tal suerte, la entidad de los hechos juzgados, cometidos en un concurso homogéneo y sucesivo, con grave afectación para el patrimonio público y la buena prestación de un servicio público esencial para la comunidad, donde el disciplinable jugó un papel protagónico al adelantar una serie de ejecutivos sin causa legal, ameritan una sanción proporcionada que, conforme a los criterios atrás señalados, ínsitos también en el artículo 61 del Decreto 196 de 1971, resulta ser adecuada y equitativa, mira a cumplir con los fines de prevención general y especial propios de las sanciones disciplinarias, y se encuentra dentro de los límites contenidos en el parágrafo del artículo 43 de la Ley 1123 de 2007, razones para mantenerla incólume. 

En consecuencia, la Sala confirmará la sentencia de primer grado de conformidad con los claros razonamientos hasta ahora realizados.

En mérito de lo expuesto, EL CONSEJO SUPERIOR DE LA JUDICATURA, SALA JURISDICCIONAL DISCIPLINARIA, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

RESUELVE

PRIMERO: DENEGAR la solicitud de nulidad elevada por el disciplinable, conforme a las razones esgrimidas al inicio de las consideraciones que preceden.

SEGUNDO. CONFIRMAR en su integridad la sentencia del 28 de marzo de 2011, proferida por la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura del Magdalena mediante la cual se sancionó con CINCO AÑOS DE SUSPENSIÓN EN EL EJERCICIO DE LA PROFESIÓN al abogado PEDRO QUINTERO CERVANTES,  tras hallarlo responsable del concurso homogéneo y sucesivo de la falta descrita en el numeral 2 del artículo 52 del Decreto 196 de 1971 hoy numeral 9 del artículo 33 de la Ley 1123 de 2007 en concurso con esta última, de conformidad con las consideraciones expuestas en la parte motiva de este proveído. 
TERCERO: Contra esta decisión no procede ningún recurso.

CUARTO: Devuélvase el expediente a la Sala de instancia para que, en primer lugar, notifique a todas las partes dentro del proceso y, en segundo lugar, cumpla lo dispuesto por la Sala.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

HENRY VILLARRAGA OLIVEROS           JOSÉ OVIDIO CLAROS POLANCO
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